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    Colección Perú Breve


  




  

    La ausencia de una discusión pública de calidad resalta entre las muchas falencias de la sociedad peruana. Somos parte de un fenómeno global en el cual los espacios más abiertos de la discusión pública suelen ser dominados por el calor del agravio antes que por la luz intelectual, mientras que, en un mundo paralelo, la academia avanza generando luz sin calor público. La colección Perú Breve, editada por Planeta y dirigida por Alberto Vergara, intenta construir un puente entre la academia y la ciudadanía general.




    Perú Breve edita textos que ponen al alcance de la ciudadanía los debates más actuales sobre diversos temas que atañen al Perú. Son herramientas para conversar. Para consensuar o disentir. Sin crítica, sentenció Octavio Paz, no hay ciudadano libre. Es decir, la conversación permite la acción. Cuanto menos rica la esfera pública, más nos acercamos a los terrenos de la arbitrariedad. Por eso Hannah Arendt señaló que la violencia es muda. La libertad, en cambio, es la agitación de la palabra.




    Esta colección busca, entonces, agitar la conversación nacional: disparar argumentos, incentivar la réplica, atizar la duda. No hay ya mapas que, con pocas coordenadas, ordenen la complejidad de nuestro tiempo. Más que teorías que aglutinen al mundo desde unas pocas variables, hoy necesitamos ideas creativas que lancen una conversación a través de la cual podamos comprendernos algo mejor. Los libros que edita Perú Breve buscan ser una chispa que facilite esa conversación ciudadana.


  




  

    Para Tiraleja, 




    tu voz nos acompaña en todas las caracolas marinas. 


  




  

    Prefacio




    El proceso de planear, escribir y publicar este libro tomó dos años. En ese lapso, el Perú tuvo doce ministros del Interior. Las redes delictivas deben brindar al ver cómo se suceden los funcionarios y se arruinan nuestras capacidades institucionales. Y, en más de un caso, son ellas mismas quienes generan dicha volatilidad, pues están enquistadas en el Estado.




    Sin embargo, aunque la situación está en caída libre, los políticos deben aparentar que hacen algo contra el crimen y la inseguridad ciudadana. Entonces, echan mano a lo que Lucía Dammert llama el «populismo punitivo». Es decir, la retórica de la «mano dura» y unas políticas obsesionadas con el castigo. Entre 1991 y 2013, nos dice la autora, el Código Penal se modificó 481 veces, la mayoría de ellas para incrementar la severidad de las penas. Pero el fervor punitivo no ha traído resultados que saludar.




    Lo cual es natural, pues lidia con un fenómeno que desborda la materia penal. Si algo lo define son sus ramificaciones en todos los sentidos. Mostrar esa complejidad es la tarea que emprende el libro. Comienza realizando el «retrato de un país inseguro», para luego señalar en tres capítulos los ámbitos que funcionan como afluentes de la criminalidad: la sociedad, las instituciones y la política. 




    La inseguridad ciudadana, la violencia y el miedo que generan surgen, entonces, de un contexto formado por capas intrincadas. El aporte de este libro es desgajarlas y ponerlas a la luz.




    El crimen es cada vez más grave para los peruanos, y aún más para las peruanas. En algunas zonas del país (Tumbes o Madre de Dios, por ejemplo) ya se padecen niveles de homicidios como los registrados en Honduras o Guatemala. No hay libertad, ni derechos civiles, ni democracia posible bajo la zozobra criminal. La tragedia medular que se presenta aquí, entonces, es que el problema más serio del país recibe el tratamiento menos competente. Por tanto, las cosas podrían pasar pronto de castaño a castaño oscuro. En tal sentido, este libro es, además de un estudio académico, un grito de alerta. Lucía Dammert pareciera advertirnos, con serenidad y sapiencia, que no es difícil transitar el espacio que media entre el purgatorio y el infierno.




    Alberto Vergara


  




  

    Contra el populismo punitivo




    Retrato de un país inseguro
 y la inutilidad de las políticas 
de «mano dura»


  




  

    Introducción




    La inseguridad en el Perú es un problema cotidiano. Entre el 2001 y el 2018 la tasa de delitos denunciados creció de 80.7 a 132.3 denuncias por cada 100 mil habitantes, lo que muestra solo una parte del problema, dado que la mayoría de los hechos criminales ni siquiera se reportan a la policía1. Los peruanos no confían en el sistema de justicia criminal, lo encuentran lento, ineficiente e incluso corrupto, lo cual agrava la sensación de inseguridad y desprotección. Los reclamos han llevado a los políticos a recurrir a respuestas fáciles de comunicar y de probable impacto mediático, generalmente centradas en el castigo, pero con limitada o nula efectividad. Así, el populismo punitivo se ha convertido en la «política pública» preferida: ofertones de mano dura con retóricas altisonantes que casi nunca han traído consecuencias positivas para la población.




    La reinstalación de la pena de muerte es una de las promesas recurrentes del populismo punitivo. En agosto del 2010 el presidente Alan García pidió al Congreso escuchar al 80 % de peruanos que la exige: «Creo que nuestra sociedad debe ser severa y, lamentablemente, las instituciones no expresan la voluntad nacional. Si no tomamos cartas firmes y severas, vuelve el terrorismo nuevamente, la delincuencia común y los violadores» (Infobae, 2010). Por supuesto, hay limitaciones internacionales que impiden que la oferta se concrete, pero el ejercicio de transferir la responsabilidad al Congreso funcionó. Más recientemente, en enero del 2021, en medio de los debates presidenciales, el candidato Ciro Gálvez, del partido Renacimiento Unido Nacional, propuso la pena de muerte para los delincuentes reincidentes, los feminicidas y violadores. Argumentaba que el pueblo aprobaría una iniciativa de este tipo, dado que «hay que poner mano dura. A los delincuentes no se les combate con una flor en la mano» (La República, 2021). Puro populismo.




    Más allá de la pena de muerte, tres son los temas centrales que se han priorizado en la esfera pública al abordar la cuestión de la inseguridad y el crimen: (i) mano dura para los delincuentes; (ii) participación de las fuerzas armadas en el combate contra la delincuencia y (iii) deportación de migrantes. La evidencia disponible muestra que ninguno de estos temas es efectivo, eficiente o siquiera útil para enfrentar la criminalidad en sus múltiples dimensiones.




    La mano dura parece ser el recurso más común para vincular la ansiedad ciudadana y la incapacidad política. Tal vez, nada lo demuestra mejor que las definiciones de la candidata presidencial Keiko Fujimori cuando, en el 2021, decía: «Mano dura no es dictadura. Es una democracia firme para tomar las decisiones necesarias para volver a rescatar al país. En una palabra, lo que yo ofrezco es una “demodura”» (Gestión, 2021). La mano dura —fortaleciendo la idea de inseguridad, reconociendo la crisis del sistema, incidiendo en la metáfora del abandono—, sigue Fujimori: «Inspirada en ti, madre y luchadora, resumo en dos palabras mi propuesta de gobierno: mano dura. Mano dura para salvar a nuestras familias… Mano dura contra la delincuencia, contra los que atacan a nuestros niños… Mano dura. La democracia no debe ser débil… Mano dura para volver a rescatar al Perú. Es decir, ofrezco mano dura de madre» (Últimas Noticias de Hoy, 2021).




    Sin embargo, la mano dura se aleja de los principios básicos del paradigma de los derechos humanos y del reconocimiento del rol del Estado en un trato digno incluso para quienes pagan por crímenes cometidos. Las ofertas políticas para generar contextos donde los infractores de ley sufran son constantes y van desde cárceles en islas hasta limitación de beneficios. El expresidente Alan García lo resumía muy bien cuando proponía:




    Se puede construir un nuevo penal del Sepa2. Aislado por los ruidos y por los pantanos para meter ahí a los 10 mil delincuentes más peligrosos sin venusterios, sin visitas y sin comunicaciones telefónicas. Hay que poner severidad extrema, y estoy convencido que un nuevo Sepa en el medio de la selva, la más aislada posible, será un buen castigo para toda esta gente (RPP Noticias, 20 de marzo del 2016).




    Todos los estudios reconocen que este tipo de medidas solo aumenta la violencia, consolida las carreras criminales y, además, hace del Estado un agente violador de derechos. Pero al populismo punitivo le da igual.




    El segundo elemento central de las agendas políticas en lo que se refiere a la inseguridad es el involucramiento directo de las Fuerzas Armadas en la lucha contra el crimen. Este proceso de militarización de la seguridad ha sido analizado y reconocido como un peligro en prácticamente todos los países donde se ha implementado. Pero no solamente tiende a ser parte del proceso de aumento de la violencia e implica, en muchos casos como el mexicano, el desarrollo de violaciones de derechos humanos, sino que es poco efectivo. Sin embargo, frente a la ausencia de policía y ante la sensación de abandono, puede sonar razonable. En el 2015 el expresidente Alejandro Toledo lo ratificaba: «Hemos pedido que las fuerzas armadas salgan a apoyar a la Policía Nacional para enfrentar la inseguridad ciudadana. Está dentro de la ley» (RPP Noticias, 27 de septiembre del 2015). Mismo año en el que el expresidente García proponía que las «Fuerzas Armadas patrullen las calles del país y combatan la delincuencia. Se puede dar una capacitación, que se da en semanas, para que no se cometa ningún exceso» (Canal N, 2015). Iniciativa que fue replicada en noviembre del 2021 por el presidente Pedro Castillo3. Las referencias a la participación de las Fuerzas Armadas en seguridad pública son múltiples e involucran a actores públicos de todo nivel de gobierno, candidatos y legisladores; de hecho, el rol que tienen en estas áreas ha ido aumentando en contra de toda evidencia disponible.




    El tercer elemento de la retórica del populismo punitivo es que el aumento del delito radicaría en la migración. La información disponible en el mundo entero reconoce que esta es una afirmación basada, principalmente, en el estereotipo y no en los datos. En el Perú, la reciente migración masiva de venezolanos generó que el presidente Pedro Castillo propusiera en su primer mensaje a la nación que «los delincuentes extranjeros tendrán setenta y dos horas de plazo a partir de la fecha para salir del país» (El Comercio, 29 de julio del 2021), medida imposible de implementar que pone énfasis en una amenaza que no es la principal del país, pero que tiende a responder y reforzar, de manera simultánea, el miedo ciudadano4. El expresidente Martín Vizcarra desarrolló un discurso semejante cuando afirmó: «Aquí no vamos a permitir que vengan a delinquir» (EFE, 7 de junio del 2019).




    ¿Cómo se llegó a esta situación en que las propuestas de políticas públicas a uno de los problemas más graves del país alientan estrategias inútiles? En el Perú existe una compleja relación con las violencias, que va desde el maltrato y discriminación cotidiana de muchos de sus habitantes, el acoso y abuso de las mujeres, hasta la presencia de organizaciones criminales con dominio territorial en las principales ciudades del país e incluso vinculación con la política. El temor ciudadano, sin embargo, se relaciona principalmente con la presencia de la criminalidad cotidiana, los llamados delitos patrimoniales, dado que impactan directamente sobre las pertenencias de las personas. Los peruanos se han acostumbrado a la corrupción, a la violencia verbal de los medios de comunicación, a los mensajes racistas y clasistas del debate político y mediático cotidiano, a las peleas y el acoso callejero, a la violencia contra las mujeres, e incluso a la xenofobia que responsabiliza a los migrantes de todos los problemas nacionales. Pero el miedo se ha instalado en un vértice central: el delito común.




    Frente al delito común, las respuestas tienen que ser multidimensionales, de largo plazo, basadas en instituciones sólidas y coordinadas con una clara estrategia descentralizada de implementación. Sin embargo, en las últimas décadas estas han fortalecido la sensación de dos procesos que avanzan en paralelo. Por un lado, la ineficacia gubernamental en la prevención y control del delito con instituciones como la Policía, la justicia y la cárcel, vistas como lentas, corruptas e ineficientes. Por otro, el aumento del crimen en todas sus expresiones, desde cotidianas hasta organizadas de orden transnacional. Si bien estos procesos se dan de forma paralela, muchas veces se cruzan e impactan en el debate político que busca entregar algún tipo de respuesta frente a las crisis de confianza, los escándalos de corrupción o, directamente, de ineficiencia institucional. Esta situación ha generado una enorme inestabilidad en el sector encargado de las políticas de seguridad y orden público. De hecho, el Ministerio del Interior, en el periodo que va desde el 2001 hasta agosto del 2022, ha tenido 40 ministros; es decir, una duración promedio de siete meses, lo cual asegura una enorme variación de políticas y una baja capacidad de implementación de cambios. Una situación similar se da en la jefatura de la Policía Nacional del Perú (PNP), cuya sostenibilidad en el tiempo es otra muestra de la precariedad institucional y de incapacidad para generar políticas de largo plazo, sostenibles y basadas en evidencia.




    El populismo punitivo pretende hacernos creer que enfrentar la inseguridad es un asunto simple. En realidad, es de una profunda complejidad. De hecho, la criminalidad en sus diversas representaciones es un fenómeno multidimensional vinculado con tres ámbitos: 1) las características sociales que generan el marco de relaciones y valores que norman la vida social; 2) los marcos institucionales, especialmente de aquellas organizaciones vinculadas con la seguridad, como la Policía, el sistema de justicia y el penitenciario, además de los sectores que aportan en las iniciativas de prevención del delito; y 3) la esfera política.




    El presente libro enfatiza la necesidad de pensar la seguridad como parte de una transformación social que incluye la limitación de los discursos violentos y de la naturalización y banalización de la violencia en sus múltiples expresiones. Pondremos atención en los tres ámbitos antes mencionados y, dentro de ellos, en los temas que representan una mayor relevancia en la agenda de políticas públicas. Como todo recorte de la realidad, este libro deja fuera problemáticas como estudios sobre carreras criminales o los factores vinculados con el desarrollo de diversos tipos de violencia. Asumiendo esta limitación, se eligieron temas centrales que impactan sobre las políticas públicas dada la alta prevalencia epidemiológica, o porque pertenecen a listas de indicadores comparables regionalmente: homicidio, violencia contra la mujer (feminicidio y delitos sexuales), delitos patrimoniales, crimen organizado, sistema de justicia, percepción de inseguridad, respuestas frente a la inseguridad, y otras formas de violencia. En definitiva, presentaremos secciones y capítulos en los que se ahondará sobre estas problemáticas que explican en buena parte lo compleja, insegura e impune que es hoy la sociedad peruana y que, además, muestran el gran desafío que implica construir ciudadanía y buscar el desarrollo de los ciudadanos. En otras palabras, se trata de un texto que pretende evidenciar la complejidad del fenómeno del crimen y la ligereza con la que se ha tratado de regularlo. Este libro busca evidenciar la necesidad de una profunda transformación de las políticas de seguridad en el Perú, y subrayar que el populismo punitivo es la vía directa hacia la construcción de una sociedad más insegura y violenta.




    ¿Qué entendemos por seguridad ciudadana? Para comprender la complejidad del problema y la liviandad de las políticas o de la narrativa utilizadas para enfrentarlo es clave revisar su significado. A mediados de los años ochenta, las políticas encargadas de controlar la criminalidad eran llamadas políticas de «seguridad pública», y se vinculaban principalmente con acciones del sistema policial y de justicia. A finales del siglo XX, el concepto de seguridad ciudadana empezó a utilizarse de manera recurrente en América Latina, entendido, principalmente, desde la afectación a la seguridad física y a los bienes. Este enfoque incorpora a la ciudadanía como actor fundamental de las tareas vinculadas con la reducción del delito y la violencia. En este sentido, con la idea de seguridad ciudadana no solo se buscaba el control del crimen, sino también reconocer la importancia de la prevención y de las iniciativas que exceden al ámbito policial y de justicia criminal.




    Bajo esta perspectiva, el concepto de seguridad ciudadana se enmarca en el discurso de la «seguridad humana», que se define en un marco amplio que incluye acciones vinculadas con la seguridad alimentaria, sanitaria, ambiental, económica, entre otras. Bajo este marco conceptual, la seguridad ciudadana se entiende como «la protección de un núcleo básico de derechos, incluidos el derecho a la vida, el respeto a la integridad física y material de la persona, y su derecho a tener una vida digna» (PNUD, 2013, p. 5). Así, se considera que la seguridad ciudadana es una condición necesaria para el desarrollo humano, lo cual implica centrar las intervenciones en la reducción de la violencia y el delito, a partir de un conjunto de medidas preventivas y de control ejecutadas desde un enfoque multisectorial (BID, 2012, p. 6). 




    Esta visión integral sobre la seguridad ciudadana conduce a la interrelación de, al menos, tres dimensiones: la violencia, el delito y la inseguridad. La violencia puede ser entendida como




    […] el uso deliberado de la fuerza física o el poder, ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones… (Krug et al., 2002, p. 5).




    Si bien guardan estrecha relación, no todo acto violento es necesariamente un delito, y no todo delito involucra violencia, al menos, no siempre de forma física directa (por ejemplo, están los delitos como el lavado de activos o el cibercrimen). Es decir, hablamos de la presencia de múltiples violencias que incluso pueden incluir la estatal.




    Por otro lado, el delito y el miedo al delito (sensación de inseguridad) corresponden a lo que diversos autores denominan «seguridad objetiva» y «seguridad subjetiva», respectivamente. La primera se vincula con la victimización —es decir, haber sido víctima— de hechos criminales, y por lo general refiere a delitos contra la propiedad y contra las personas. El delito, además, cuenta con una preponderancia mayor en la agenda política y en la preocupación ciudadana. Esta circunstancia explica que hechos como los robos o hurtos tengan una relevancia principal en la agenda, mientras que fraudes o delitos económicos pasen más desapercibidos. Por su parte, la (in)seguridad subjetiva involucra múltiples emociones frente al delito, como la ira, la indignación y la impotencia. El miedo al crimen se puede explicar por la exposición de la víctima o su círculo íntimo al delito. Sin embargo, no necesariamente hay correspondencia entre delito y temor; de hecho, diversos estudios dan cuenta del impacto que los procesos de fragmentación urbana, abandono de espacios públicos y segregación territorial tienen sobre la inseguridad subjetiva.




    La complejidad de los desafíos que enfrenta el Perú es enorme y las recetas para responder a esto han sido insuficientes. Adicionalmente, la pandemia de la COVID-19 ha jugado un papel clave en el aumento de las inseguridades. En el Perú no solo quedó evidenciada la profunda ineficiencia de los partidos políticos, las políticas públicas y el Estado en su conjunto, que no tuvo la capacidad de enfrentar el inicio de la pandemia para evitar las decenas de miles de muertos que han dejado a un país en duelo, sino que se han profundizado las inequidades sociales y económicas. Esto se refleja en el aumento de la indigencia, la pérdida de trabajos y en el retroceso en logros sociales, los cuales, según la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), alcanzan a casi tres décadas (2021). La lucha contra la pandemia necesita de un Estado fuerte que permita no solo ofrecer servicios de salud de calidad, sino también mecanismos de control para evitar contagios masivos. Nada de eso se dio en el Perú. De hecho, han sido miles los miembros de la Policía Nacional que se contagiaron, quedaron con secuelas graves e incluso fallecieron sin acceso a servicios de salud de calidad. En enero del 2021 la información del Ministerio del Interior confirma que casi el 31 % (39 951 agentes) de la fuerza policial se contagió de COVID-19 y el 0.4 % (525) falleció por la misma enfermedad, porcentajes muy superiores a los de trabajadores de la salud u otros funcionarios.




    El panorama pospandemia muestra en todo el mundo un aumento de las tasas de homicidio y una mayor presencia de algunos tipos criminales, como la violencia contra las mujeres y los robos violentos. El Perú no será una excepción, por lo que se requiere reconocer la necesidad de implementar nuevas estrategias a nivel social, institucional y político que permitan salir de la espiral en la que el país está inmerso.




    El libro se organiza en cuatro secciones y cierra con un capítulo a modo de conclusión. Primero se realiza una descripción del contexto de violencias, crimen e inseguridad en el Perú de las últimas cuatro décadas, haciendo uso de las fuentes oficiales, así como de las interrogantes que deja el vacío informativo en ciertas áreas. La segunda sección presenta los desafíos sociales vinculados con la inseguridad, que incluyen desde el modelo de desarrollo a la forma de vida en la ciudad, todos elementos vinculados con factores que permiten el incremento de inseguridad en el país. La tercera sección pone énfasis en las crisis institucionales. Si bien se detalla la situación de la PNP y el sistema de justicia, es necesario destacar que son prácticamente nulas las iniciativas de políticas preventivas que provienen de otros sectores. Por su parte, la crisis del sistema penitenciario, abordada en múltiples estudios, es un elemento necesario para el análisis global de la problemática, pero supera los ejes centrales del libro. La cuarta sección presenta el rol del debate político en la forma en que se abordan y definen las políticas públicas de seguridad. Debido al papel central que juega en el desarrollo del populismo punitivo, el debate político tiene que ser considerado una pieza fundamental en las estrategias para mejorar el control y prevención del delito. Finalmente, las conclusiones plantean los desafíos de entender la seguridad como espejo de los problemas fundamentales del país, como comodín de las evidentes limitaciones del Estado, como una necesidad para mejorar la calidad de vida de los peruanos y también como el camino para el desarrollo de políticas públicas efectivas y eficaces para enfrentar uno de los principales retos del Perú de la pospandemia.




    Escribir este libro ha sido un esfuerzo de larga data. Son más de dos décadas realizando investigaciones en diversas áreas de los temas criminales, los que se han beneficiado de múltiples colaboraciones e intercambios con colegas académicos y con quienes se dedican a la gestión pública en el Perú. Mi agradecimiento a todos por su aporte; espero que esta reflexión sirva para mejorar la forma en que se enfrenta un problema fundamental de la sociedad peruana. Especialmente, agradezco a Alberto Vergara por la iniciativa de incluir esta temática en la colección Perú Breve de Editorial Planeta, que me ha permitido ordenar ideas, análisis y propuestas que estaban desperdigadas en diversas publicaciones. Asimismo, va mi gratitud a los colegas y amigos que han aportado en la lectura de versiones preliminares del texto, sugiriendo enfoques siempre pertinentes; entre ellos, agradezco la paciencia y disposición de Rodrigo Cruz Arana, quien me brindó su apoyo en la revisión y edición final del manuscrito.




    




    

      

        1 El presente libro se escribió a inicios del 2021 y, sin embargo, la información incluida es la más reciente disponible en portales oficiales. Es decir, a nivel de denuncias de delitos para el 2018, homicidios para el 017 y encuestas para fines del 2019. Situación que reconoce la gravedad de avanzar con iniciativas que no se vinculan con la realidad delictual.


      




      

        2 Entre el 1951 y 1993 funcionó la Colonia Penal Agrícola del Sepa, ubicada en la Amazonía y utilizada principalmente para recluir dirigentes políticos de oposición, debido a la dificultad de acceso y las complejas condiciones de vida de los internos.


      




      

        3 Para más información, véase Gestión (2 de noviembre del 2021).


      




      

        4 Desde el 2017, el Perú se ha convertido en el segundo mayor receptor de migrantes y refugiados venezolanos en números absolutos, con 830 mil personas (INEI, 2020b).
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